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SALVAMENTO  DE VOTO. 

 

PROVIDENCIA:     SENTENCIA DE NOVIEMBRE 24 DE 2022 

PROCESO:  RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

DEMANDANTES:  DIANA MARCELA QUIRAMA ARBOLEDA Y OTROS 

DEMANDADOS: WILFREDO DEOSSA POSADA Y OTROS  

RADICADO:  05001 31 03 014 2018 00464 - 01. 

PONENTE:  DRA. MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

 

 

Con el respeto acostumbrado, me permito salvar el voto por dos razones: 

 

La primera, es que atendiendo al análisis de las pruebas que se hizo en la 

ponencia que glosamos, efectivamente el señor CARLOS JAVIER 

QUIRAMA VÉLEZ, concurrió con la producción del daño que se reclama 

por esta vía procesal, pues cruzó en una vía con alta circulación de 

automotores, por un lugar no autorizado y existiendo a unos metros un 

semáforo que le permitía atravesar la calle con más seguridad. 

 

Aunque la mayoría de la Sala, aduce como única razón para fijar la 

participación de la víctima en un 30%, el que el taxi desarrollaba una 

actividad peligrosa, lo cierto es que en el caso que nos concita, 

consideramos que esa participación fue en igual proporción, por cuanto 

tanto el conductor del taxi, como el peatón violaron las normas de tránsito, 

de tal manera que si alguno de ellos no hubiese cometido la infracción, el 

accidente no hubiese ocurrido o sería culpa exclusiva de uno de ellos. En 

otras palabras, si el peatón hubiese cruzado por el semáforo y el taxi lo 

atropella, deberían responder los demandados. Si el taxista hubiese 

respetado los límites de velocidad y pese a que iba despacio el señor 
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CARLOS JAVIER QUIRAMA VÉLEZ, salió intempestivamente entre 

los carros sin que pudiese evitar el accidente, podríamos haber 

considerado la culpa exclusiva de la víctima como causal de ruptura del 

nexo causal. Pero como en el sub examen, ambos contribuyeron a la 

producción del resultado dañino, debió rebajarse la condena en perjuicios 

en un cincuenta por ciento (50%). 

 

En segundo lugar, se indica en la sentencia aprobada, que los demandados 

WILFREDO DEOSSA y NANCY GONZÁLEZ, no sustentaron ante el 

Tribunal el reparo formulado en primera instancia, concerniente a la 

excesiva tasación de los perjuicios morales, y por ello se omite el análisis 

de este punto. 

 

En lo concerniente a cuando los reparos pueden ser considerados como 

sustentación del recurso de apelación o si hay obligación de hacerlo ante 

el Tribunal Superior o si puede hacerse ante el juez de primera instancia 

al momento de formular los reparos concretos sin necesidad que se tenga 

que volver a sustentar ante el Tribunal, no hay uniformidad en la 

jurisprudencia, pues vía tutela la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia, con salvamento de voto de dos Magistradas, asume una posición 

y la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, actuando como su 

superior jerárquico constitucional otra. 

 

Dados los múltiples cambios jurisprudenciales, desde el 2020, venimos 

sosteniendo que si al momento de formularse los reparos, el impugnante 

de una vez sustenta el recurso de apelación, se deben considerar tales 

argumentos al momento de proferir la sentencia, y para garantizar 

transparencia e igualdad entre las partes, desde el momento mismo en que 

admitimos el recurso advertimos si fue sustentado o no en primera 
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instancia, concediendo el término a la parte impugnante para que amplíe 

los argumentos vertidos en esos momentos; luego del escrito de primera 

instancia y de la ampliación que presentaron ante el Tribunal, se da 

traslado a quienes no apelaron. 

 

Finalmente, contra LA SALA TERCERA CIVIL DE DECISIÓN, cuando 

era su ponente el DR. CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA, quien 

nos sustituyó provisionalmente en el cargo, fueron concedidas varias 

acciones de tutela por haber declarado desierto el recurso de apelación por 

falta de sustentación ante el Tribunal, que fueron confirmadas por la Sala 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, por lo que nos sirven de 

argumento para respaldar nuestra posición. 

 

En efecto, en sentencia STC16781-2021 de diciembre siete de dos mil 

veintiuno, dentro de la acción de tutela 11001-02-03-000-2021-04411-00, 

con ponencia del DR. ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO, la 

Sala Civil de la Corte Suprema sostuvo: 

 

“4.5. Bajo esa perspectiva, en vigencia del Decreto Legislativo 806 

de 2020, si desde el umbral de la interposición de la alzada el 

recurrente expone de manera completa los reparos por los que está 

en desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que 

el superior exija la sustentación de la impugnación, de lo 

contrario, si los reproches realizados apenas son enunciativos, 

desde luego, el juez deberá ordenar el agotamiento de esa 

formalidad, conforme lo previsto en la normatividad señalada. 

 

 

4.6. Además, es forzoso precisar, en cuanto a la sentencia SC3148-

2021 emitida por esta Corte el 28 de julio de 2021, que esta 

Corporación, en sede de tutela, ya ha explicado que lo allí expuesto, 

en torno a la obligatoriedad de sustentar la alzada ante el superior, 

atañe a lo reglado en el Código General del Proceso, empero, no de 

cara a la legislación actual, expedida con ocasión de la Emergencia 

Sanitaria, al punto, recientemente se advirtió: «cabe añadir, que las 
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consideraciones efectuadas por esta Sala en el fallo de 28 de julio 

de 2021 (CSJ SC3148-2021), respecto al trámite de la apelación de 

sentencias, tampoco resultan aplicables al sub lite, comoquiera que 

en dicha providencia se examinaron las reglas fijadas en el Código 

General del Proceso bajo el sistema de la oralidad, razón por la cual 

en ese mismo pronunciamiento se precisó que la tesis allí expuesta 

se sostenía, «sin perjuicio, claro está, de la vigencia del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, mediante el cual se estableció la 

sustentación escrita de la apelación (…), norma no aplicable en este 

caso» (CSJ STC11797-2021). 

 

Y, en pronunciamiento de 7 de octubre de 2021, sobre el mismo 

tópico, señaló: en lo que respecta a la sentencia SC3148-2021 

proferida por esta Corporación, sobre la cual el a quo 

constitucional fundó su decisión, valga decir que la unificación 

jurisprudencial allí contenida atañe al trámite de apelación bajo las 

reglas del Código General del Proceso donde impera la oralidad y 

no respecto de la legislación adjetiva actual derivada de la 

emergencia sanitaria, pues como en esa oportunidad bien se dijo: 

‘En tiempo muy próximo, de forma unánime, la Sala reiteró su 

postura en los fallos STC 005, STC 368, STC 713, STC 882, STC 

1738, STC 2846, STC 2963 STC 3179 y STC 387 todos del presente 

año (2021), sin perjuicio, claro está, de la vigencia del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, mediante el cual se estableció la 

sustentación escrita de la apelación, modificación adoptada como 

medida de emergencia para ayudar a conjurar la crisis generada 

por la pandemia provocada por el virus covid-19, norma no 

aplicable en este caso’» (CSJ STC13326-2021). 

 

 

4.7. Memórese, en el caso concreto, las accionantes formularon 

recurso de apelación contra la sentencia de 12 de noviembre de 

2020, sustentando ampliamente, por escrito las razones por las 

cuales consideraban que debía revocarse; luego, en auto de 6 de 

mayo de 2021, la Colegiatura criticada procedió a admitir la alzada, 

señalando que se aplicaría el artículo 14 del mentado Decreto 

Legislativo, esto es, que se contaba con cinco (5) días para efectuar 

la respectiva sustentación; sin embargo, como en ese lapso las 

recurrentes guardaron silencio, en decisión de 12 de agosto 

posterior se declaró la deserción de la alzada, determinación 

ratificada al definirse la reposición interpuesta por aquéllas, en 

proveído de 21 de octubre de 2021. 
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4.8. En esas condiciones, no puede desconocerse, entonces, que erró 

el Tribunal accionado al declarar la deserción de la alzada 

propuesta por las demandantes, acá interesadas, por ausencia de 

sustentación, dado que desde la interposición de dicho medio 

aquéllas expusieron con detalle las razones por las cuales 

disentían de la sentencia de primera instancia proferida dentro del 

asunto objeto de revisión constitucional; y como ese escrito se 

hallaba dentro del expediente, la Corporación criticada pudo tener 

por agotada la sustentación de la apelación, y de esta manera, dar 

prelación al derecho sustancial sobre las formas, por virtud del 

principio de economía procesal. 

 

4.9. Respecto al excesivo rigorismo jurídico, tiene señalado la 

jurisprudencia constitucional, que «puede estructurarse… cuando 

‘(…) un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un 

obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus 

actuaciones devienen en una denegación de justicia’; es decir: ‘el 

funcionario judicial incurre en un defecto procedimental por exceso 

ritual manifiesto cuando (i) no tiene presente que el derecho 

procesal es un medio para la realización efectiva de los derechos de 

los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad jurídica 

objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) por la 

aplicación en exceso rigurosa del derecho procesal, (iv) pese a que 

dicha actuación devenga en el desconocimiento de derechos 

fundamentales’» (CC T- 352/12, citada recientemente CSJ STC-

2680-2020). 

 

4.10. Lo hasta aquí dicho, encuentra apoyo en un caso reciente de 

similares contornos, en el cual la Corte consideró que: «[A]un de 

aceptarse que el mentado canon 14 [del Decreto Legislativo 806 de 

2020] pudiera aplicarse al caso de marras, y por tanto, que debía 

aportarse un escrito en el que se sustentara la apelación, lo cierto 

es que una vez pronunciada la sentencia de primer grado, y 

concedida tal censura, la demandante, aquí interesada, procedió a 

sustentar por escrito tal réplica; entonces, al momento en que se 

admitió la alzada, ese memorial ya militaba en el expediente, motivo 

por el cual la Sala Civil Familia criticada pudo tener por cumplido 

el requisito que exigió en la primera de las providencias atacadas; 

no obstante, tampoco valoró esa especifica situación en aras de dar 

prevalencia al derecho sustancial sobre las formas, e incurriendo en 

un defecto procedimental por exceso de ritual manifiesto» (CSJ 

STC5498-2021). 
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5. En conclusión, es claro que ante el defectuoso trámite impartido 

por la Colegiatura accionada respecto del recurso vertical 

propuesto por la parte demandante en el asunto tantas veces 

referido, se justifica la intervención del Juez de tutela en aras de 

restablecer la garantía superior al debido proceso que le fue 

conculcada, por lo que se dejará sin valor ni efecto la providencia 

cuestionada, para que la citada autoridad proceda nuevamente a 

tramitar, en lo que corresponda, el mencionado remedio. 

 

6. Por todo lo expuesto, resuelta imperativo conceder la 

salvaguarda pretendida con el escrito de tutela presentado ante esta 

Corporación.” (Negrillas y subrayas nuestras). 

 

En igual sentido, se pronunció el cuatro de febrero de dos mil veintidós, 

dentro del expediente 11001-02-03-000-2021-04090-00, con ponencia del 

DR. OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE, también contra esta Sala. 

 

Aplicando los anteriores argumentos al asunto que nos convoca, 

colegimos que desde el momento en que la togada judicial que asistía los 

intereses de los demandados WILFREDO DEOSSA Y NANCY 

GONZÁLEZ, planteó que consideraba que la condena a los perjuicios 

morales era excesiva, ese era uno de los puntos concretos de 

inconformidad y luego, procedió a sustentarlo, expresando que los 

demandantes, hijos del señor CARLOS JAVIER QUIRAMA VÉLEZ, no 

vivían con su padre, no le prodigaban vivienda digna, ni atención, solo lo 

recibían esporádicamente en visita. Esa situación había sido punto de 

análisis por la juez de primera instancia, que aunque consideró que la 

relación de afecto entre hijos hacia el padre era casi nula, fijó la condena 

por perjuicios morales en 25 salarios mínimos legales mensuales para cada 

uno de los accionantes. 

 

En nuestro sentir, debió la Sala analizar el tema de los perjuicios morales 

y rebajar la condena a SIETE (7) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES 
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MENSUALES, para cada uno de los accionantes, por cuanto no basta un 

vínculo de sangre para presumir un perjuicio, más aún cuando se acreditó 

que la víctima vivía con su madre y hermanos, a quienes la aseguradora 

les reconoció una indemnización de perjuicios por vía de transacción, que 

no pudo ser objeto de estudio en el proceso por haber sido alegada de 

forma extemporánea. Sobre este valor debía aplicarse una reducción del 

cincuenta por ciento (50%) por la participación de la víctima en el 

resultado dañoso. 

 

En estos términos dejamos consignadas las razones de nuestro disenso. 

 

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ. 

Magistrada. 

 

 

C.U.D.R. 050013103014201800464-1. 

 


